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1. Normas acusadas
LEY 1369 DE 2009
(Diciembre 30) 
Por medio de la cual se establece el régimen de los servicios postales y se dictan otras disposiciones
 
ARTÍCULO 2º OBJETIVOS DE LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO. La intervención del Estado en los servicios postales tendrá los siguientes objetivos:
1. Asegurar la prestación eficiente, óptima y oportuna de los servicios postales.
2. Asegurar la prestación del Servicio Postal Universal.
3. Garantizar el derecho a la información y a la inviolabilidad de la correspondencia.
4. Asegurar que las tarifas permitan recuperar los costos eficientes de prestación del servicio y que reflejen los distintos niveles de calidad ofrecidos por los Operadores Postales.
5. Promover la libre competencia y evitar los abusos de posición dominante y las prácticas restrictivas de la competencia.
6. Estimular a los Operadores a incorporar los avances tecnológicos en la prestación de los servicios postales.
7. Sancionar las fallas en la prestación de los servicios y el incumplimiento de la normatividad vigente.
8. Facilitar el desarrollo económico del país.
 
ARTÍCULO 3o. DEFINICIONES. Para todos los efectos, se adoptan las siguientes definiciones: […]
2.2.3 Otros. Servicios que la Unión Postal Universal clasifique como tales. […]
4.2 Operador de Servicios Postales de Pago. Persona jurídica, habilitada por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para prestar servicios postales de pago, y está sometido a la reglamentación que en materia de lavado de activos disponga la ley y sus decretos reglamentarios.
 
ARTÍCULO 4o. REQUISITOS PARA SER OPERADOR POSTAL. Para ser operador postal se requiere estar habilitado por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y estar inscrito en el registro de operadores postales. La habilitación por parte del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, causará una contraprestación periódica a favor del Fondo de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, y se otorgará previamente al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a) Acreditar ser una persona jurídica nacional o extranjera legalmente establecida en Colombia y que su objeto social principal sea la prestación de servicios postales.
b) Demostrar un capital social mínimo de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
c) Definir las características del servicio a prestar en cuanto al ámbito geográfico en el cual desarrollará su actividad; tipo de servicio a prestar; y estructura operativa, que permita asegurar la idoneidad y capacidad para prestar el servicio. Las condiciones operativas deberán ser verificadas por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.
d) Pagar el monto derivado de su habilitación previamente a la suscripción o expedición del correspondiente acto administrativo de habilitación.
El término de duración del título habilitante para la prestación de los servicios postales no podrá exceder de diez años. Las prórrogas no serán gratuitas ni automáticas. El interesado debe manifestar en forma expresa su intención de prorrogarlo con tres meses de anticipación a su vencimiento.
El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones podrá fijar requisitos adicionales a los operadores postales en cuanto al patrimonio y a las características de la red. Será obligación del operador actualizar las modificaciones de los datos que figuran en el registro de operadores postales, dentro de los tres meses siguientes a que estos tengan lugar.
PARÁGRAFO 1o. Para los operadores que soliciten por primera vez su habilitación como operadores postales, el requisito dispuesto sobre estructura operativa en el literal c) de este artículo se entenderá cumplido con la presentación de un Plan detallado sobre las especificaciones técnicas de la red postal que implementará para prestar sus servicios, el cual debe contemplar el cubrimiento nacional en el cual desarrollara su actividad dentro de los tres (3) meses siguientes a recibir la respectiva habilitación. Este requisito será verificado por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones una vez cumplido dicho plazo.
PARÁGRAFO 2o. Para el caso particular de los Operadores de Servicios Postales de Pago, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones reglamentará dentro de los doce (12) meses siguientes a la expedición de la presente ley, los requisitos de tipo patrimonial y de mitigación de riesgos, que se deberán acreditar para la obtención del respectivo Título Habilitante, adicionales a los contemplados en los literales a, c y d del presente artículo. Las empresas que actualmente prestan el servicio de giros postales a través de Servicios Postales Nacionales, se les garantizará su operatividad con el cumplimiento de los requisitos.
ARTÍCULO 11. ENTIDAD COMPETENTE. La Comisión de Regulación de Comunicaciones -CRC, es la Autoridad competente para regular el régimen de tarifas y los niveles de calidad de los Servicios Postales distintos a aquellos pertenecientes al Servicio Postal Universal. [ …]
ARTÍCULO 12. RÉGIMEN TARIFARIO DE LOS SERVICIOS POSTALES. Los operadores de servicios postales que presten servicios distintos a aquellos pertenecientes al Servicio Postal Universal, podrán fijar libremente las tarifas que cobran a sus usuarios por la prestación de sus servicios. La Comisión de Regulación de Comunicaciones sólo podrá regular estas tarifas cuando no haya suficiente competencia, se presente una falla de mercado o cuando la calidad de los servicios ofrecidos no se ajuste a los niveles exigidos.
En ejercicio de sus funciones de regulación, la Comisión de Regulación podrá exigir la información que estime pertinente para velar que los operadores no incurran en prácticas desleales o restrictivas de la competencia o que constituyan abuso de la posición dominante y que afecten los derechos de los usuarios de los servicios postales.
PARÁGRAFO. Se exceptúa del régimen de libertad de tarifas los servicios de mensajería expresa que tengan como fin la distribución de objetos postales masivos y su interconexión entre operadores, para los cuales la Comisión de Regulación de Comunicaciones deberá fijar una tarifa mínima dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.
Las actividades que efectúen los operadores de mensajería expresa diferentes a la recepción, clasificación, transporte y entrega de los objetos postales, se considerarán servicios adicionales, los cuales no podrán ser incluidos en el cálculo de la tarifa mínima.
ARTÍCULO 18. MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones fijará la política general de los Servicios Postales, dentro del marco general de la Política de Comunicaciones.
Para tal fin, se guiará por los Tratados Internacionales en materia postal ratificados por Colombia.
El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones establecerá las políticas especiales y el cubrimiento del Servicio Postal Universal prestado por el Operador Postal Oficial o Concesionario de Correo. […]
ARTÍCULO 20. FUNCIONES REGULATORIAS DE LA CRC. La CRC tendrá las siguientes funciones regulatorias en asuntos postales:
1. Promover y regular la libre y leal competencia para la prestación de los servicios postales, regular los monopolios cuando la competencia no lo haga posible, y prevenir conductas desleales y prácticas comerciales restrictivas de la competencia o que constituyan abusos de posición dominante, mediante regulaciones de carácter general o medidas particulares, pudiendo proponer reglas de comportamiento diferenciales, según la posición de las empresas en el mercado, cuando previamente se haya determinado la existencia de una falla en el mercado, de conformidad con la ley.
2. Regular los aspectos técnicos y económicos relacionados con las diferentes clases de servicios postales, diferentes a los comprendidos en el Servicio Postal Universal.
3. Expedir toda la regulación de carácter general y particular en las materias relacionadas con el régimen de tarifas, el régimen de protección al usuario, los parámetros de calidad de los servicios, criterios de eficiencia y en materia de solución de controversias entre los operadores de servicios postales. […]
ARTÍCULO 22. VIGILANCIA DE LOS OPERADORES DE SERVICIOS POSTALES DE PAGO. Corresponderá al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones ejercer la inspección, vigilancia y control sobre los Operadores de Servicios Postales de Pago, sin perjuicio de las facultades con las que cuenta el Banco de la República para solicitar información relativa a operaciones cambiarias y con las que cuentan la DIAN en materia de investigaciones por infracciones al régimen cambiario, así como la Unidad de Información y Análisis Financiero sobre el control del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo.
 
2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLES los artículos 2, 3, numerales 2.2.3. y 4.2, Artículo 4, literal b, inciso séptimo, 11, la expresión “La Comisión de Regulación de Comunicaciones sólo podrá regular estas tarifas cuando no haya suficiente competencia, se presente una falla de mercado o cuando la calidad de los servicios ofrecidos no se ajuste a los niveles exigidos” contenida en el inciso primero del artículo 12, los incisos primero y tercero del artículo 18, los numerales 2 y 3 del artículo 20 y la expresión “para solicitar información relativa a operaciones cambiarias” contenida en el artículo 22 de la ley 1369 de 2009, por las razones expuestas en esta sentencia. 
Segundo.- INHIBIRSE de proferir pronunciamiento de fondo frente al cargo de omisión legislativa dirigido contra el literal b) y el inciso séptimo del artículo 4 y el artículo 22 de la Ley 1369 de 2009, por ineptitud sustantiva de la demanda. 
Tercero.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos examinados en el presente proceso, el parágrafo 2º del artículo 4º de la Ley 1369 de 2009. 
Cuarto.- Declarar EXEQUIBLES los artículos 3, numeral 2.2.3, 11 y 20 de la Ley 1369 de 2009, por los cargos examinados en el presente proceso. 
 
3. Fundamentos de la decisión
El punto central a definir por la Corte, consistió en establecer si los servicios postales de pago, tales como los giros en efectivo nacionales e internacionales, los giros de pago, el giro de depósito y la transferencia postal, configuran actividades financieras de captación de recursos al público y de ser así, si el legislador podía por vía de ley ordinaria, regular estos servicios, cuestión de la que dependen los problemas jurídicos a resolver, concernientes a establecer: (i) si las normas demandadas de la Ley 1369 de 2009 debían adecuarse al modelo de intervención previsto en el artículo 335 de la Constitución y al reparto de competencias regulatorias vía ley marco establecido en el artículo 150, numeral 19 y decretos ejecutivos del artículo 189, numeral 24 de la Constitución y por tanto, no debía sujetarse a la vigilancia y control estatal de los servicios postales de pago al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y a la Comisión de Regulación de las Comunicaciones; y (ii) si las normas cuestionadas desconocen los artículos 150.19, 189.25 y 371 de la Carta Política, porque desplazan la facultad de reglamentación de temas financieros que le corresponden constitucionalmente al Legislador, al Gobierno Nacional y al Banco de la República y se les asigna al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y a la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC). 
De concluirse que los servicios postales de pago no tienen naturaleza financiera, le correspondía a la Corte resolver tres cuestiones adicionales, a saber: (iii) si es contrario a la igualdad y a la obligación de proteger los recursos del público, que el literal b) y el inciso séptimo del artículo 4º y el artículo 22 de la Ley 1369 de 2009, establezcan requisitos menos gravosos a los operadores de servicios postales que los que realizan actividades financieras en términos de capital mínimo exigible, mitigación de riesgos y control a actividades que puedan derivar en lavado de activos, de tal manera que dicha fórmula de regulación constituya un déficit de protección constitucionalmente relevante; (iv) si la asignación por parte del Legislador de facultades regulatorias en cabeza de un Ministro del Despacho, para ser ejercidas dentro de un término de doce (12) meses, desconoce la facultad reglamentaria que constitucionalmente está reservada al Gobierno Nacional (art. 189.11 C.P.) o vulnera una órbita propia del Ministerio al imponerle un horizonte temporal; y (v) si se desconocen las facultades constitucionales del Presidente de la República y del Congreso de la República en materia de celebración y aprobación de tratados internacionales (arts. 189.2 y 150.16 C.P.), con la decisión del Legislador de incluir en una norma dedicada a definiciones para efectos de los ordenado en una ley (art. 3º, numeral 2.2.3 de la Ley 1369 de 2009), la referencia a futuros nuevos servicios definidos por la Unión Postal Universal de la cual el país es parte. 
En primer lugar, la Corte hizo un recorrido por la evolución normativa de los servicios postales en Colombia, así como en el ámbito internacional, de lo cual concluyó que los servicios postales de pago o giro hacen parte de los servicios postales en general, que, sin embargo, no le permitió determinar si el uso de esos servicios o la transferencia de fondos en el sector postal –que eventualmente puede implicar la apertura de cuentas postales- corresponden materialmente a una actividad financiera y por tanto, deben someterse a los criterios de intervención, regulación, vigilancia y control establecidos por la Constitución para esta actividad. Al mismo tiempo, reiteró que, tal como lo ha establecido la jurisprudencia constitucional, los conceptos incluidos en los artículos 150.19.d, 189.25 y 335 de la Carta Política son conceptos jurídicos indeterminados, en la medida que la Constitución no concreta de manera específica en qué consisten las actividades financieras, que denominó genéricamente como actividades de captación de recursos del público. Por consiguiente, es del resorte del Legislador, precisar el sentido y alcance de esos conceptos, para lo cual cuenta con un amplio margen de configuración legislativa, sin que necesariamente deba agotar todos los eventos en una legislación. 
No obstante, la Corte encontró que el Estatuto Orgánico Financiero expedido por el legislador, no aparece una definición concreta que aclare en qué consiste una actividad financiera o que se establezca cuándo se presenta una intermediación financiera o de captación de recursos del público. Dicho Estatuto describe casuísticamente las actividades sobre las que realiza vigilancia. En la práctica, las definiciones de las actividades de intermediación y captación, se encuentran en los conceptos de la Superintendencia Financiera, con base en lo que constituye una “captación masiva y habitual” para efectos penales, a partir de la cual señala que será actividad de captación financiera toda aquella que se caracterice por las operaciones y montos descritos y que se encuentre debidamente autorizada por la autoridad competente. Según estos conceptos, sólo hay captación de recursos cuando se tiene un determinado monto mínimo de pasivos con un determinado número mínimo de personas, originados en operaciones de mutuo o de cualquier otra actividad que no prevea una contraprestación en bienes o servicios, o se haya realizado un monto mínimo de contratos de mandato o administración de los recursos y que en ambos casos se comprometa más allá del cincuenta por ciento (50%) del patrimonio líquido de la persona.
En ese orden, la Corte pudo establecer que los operadores postales no están autorizados por la ley para la realización de actividades financieras ni para el desarrollo de actividades de captación. Según lo que se evidencia de la normatividad vigente, los operadores postales reciben unas sumas para ser entregadas a un destinatario, operación por la cual cobran una tarifa a título de retribución por el servicio prestado. Tampoco están autorizados por la ley para la realización de actividades financieras ni para el desarrollo de actividades de captación, ni adelantan intermediación financiera, puesto que no actúan en la economía con el objetivo de recaudar dineros de un sector para ubicarlos en otro con fines de impulsar la actividad económica. Dado esto, el hecho de que los servicios postales realicen servicios de pago o giro, no desnaturaliza la función principal de servicio público que cumplen los operadores postales. El servicio postal de pago nace con el propósito de facilitar la transferencia de recursos entre dos puntos geográficos distintos, a partir de una orden del remitente, con destino al recipiente señalado de los recursos. Los servicios de giro no constituyen por definición un instrumento o un sistema de pago, sino un mecanismo de transferencia de un mensaje con un valor determinado. Los operadores postales no requieren de una información tan detallada ni de la experticia propia de la actividad financiera, como quiera que lo único que se necesita es la disponibilidad de los recursos a ser girados y la relación previa entre emisor y destinatario. De lo anterior, la Corte concluyó que la premisa fundamental del actor, conforme a la cual los servicios postales de pago son actividades financieras no es cierta, toda vez que se demostró que no constituyen actividad de captación de recursos y no se pueden definir como una actividad de intermediación financiera. Por el contrario, de conformidad con la jurisprudencia constitucional y de la regulación de las actividades sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Financiera, claramente se trata de labores propias de la actividad postal, la cual no constituye una simple provisión de un servicio de transporte, sino que está atada a la garantía y eficacia de un derecho fundamental, cual es el derecho a la correspondencia y a su privacidad. La única similitud entre los giros postales y los giros bancarios es el mecanismo electrónico utilizado para su operación. 
Por tales motivos, ninguno de los cargos planteados por el demandante contra los artículos 2, 3, 4, 11, 12, 18, 20 y 22 de la Ley 1369 de 2009, por la supuesta violación del artículo 335 de la Constitución, está llamado a prosperar, ni tampoco los cargos sucedáneos, por infracción de los artículos 150.19.d y 371 de la Carta y en esa medida, fueron declarados exequibles, por este concepto. 
En cuanto al cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa, por vulneración de la igualdad, la Corte señaló que si como ya quedó establecido, las normas constitucionales no contienen una definición de las actividades financieras o de captación de ahorros del público, pues son conceptos jurídicos indeterminados que corresponde llenarlos al Legislador, no resulta imperativo que ciertas actividades estén reservadas a tal ámbito, ni siquiera que toda actividad financiera deba quedar sometida a la vigilancia y control de una sola autoridad. A juicio de la Corte, debe respetarse en principio, la decisión del legislador de regular los servicios postales de pago como un servicio público adscrito al sector de las telecomunicaciones, legislado vía ley ordinaria y reglamentado por la cartera ministerial a cargo del sector y por la Comisión de Regulación de Comunicaciones. Si la conclusión de la lectura de las normas constitucionales en la materia es la que ha definido la jurisprudencia, mal puede insistirse que en ellas exista un mandato constitucional de regular toda actividad que involucre directa o indirectamente lo financiero como si se tratara de las actividades a que hace referencia el artículo 335 de la Carta Política. Tampoco, someter dichas operaciones a los mismos estándares reglamentarios exigidos para tales actividades, ni a someter su control a las mismas autoridades que vigilan las actividades realizadas por las entidades que hacen parte del sistema financiero. En consecuencia, el cargo por omisión legislativa dirigido contra el literal b) y el inciso séptimo del artículo 4 y el artículo 22 de la Ley 1369 de 2009 resulta inepto y no permite emitir un pronunciamiento de fondo acerca de mismo. 
En relación con la competencia del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y en general de los ministerios, la Corte recordó que la jurisprudencia les ha reconocido una cierta competencia regulativa, de ejecución de la ley, de conformidad con el artículo 208 de la Constitución. Tanto la doctrina como la jurisprudencia coinciden en afirmar que la potestad reglamentaria no se ubica únicamente en cabeza del Presidente de la República, dado que en Colombia opera un “sistema difuso” de producción normativa de alcance general, pero cuya naturaleza está destinada a servir de apoyo a la actividad administrativa desarrollada por el jefe del ejecutivo. Por consiguiente, la competencia regulatoria asignada al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, para la expedición de los requisitos de patrimonial y de mitigación de riesgos, que se deberán acreditar para la obtención del respectivo Título Habilitante, adicionales a los contemplados en los literales a, c y d del artículo 4, no viola el artículo 189, numeral 11 superior, como quiera que el legislador fijó los parámetros mínimos del dicha reglamentación. En cuanto al límite temporal cuestionado por el demandante, la Corte recordó que el artículo 189, numeral 11 de la Carta no contiene ninguna limitación temporal para el ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, toda vez que la cumplida ejecución de la ley requiere que ella sea permanente, que pueda adaptarse a las circunstancias sociales de suyo cambiantes, mientras dure la vigencia de la ley. Por consiguiente, el plazo de doce (12) meses fijado en el parágrafo 2º del artículo 4º de la Ley 1369 de 2009, debe entenderse en el sentido de poner de presente la urgencia de dicha reglamentación, pero no de impedir el ejercicio futuro de dicha potestad, lo cual sería violatorio de la Constitución. 
Finalmente, la Corte consideró que la interpretación que hace el actor respecto de las definiciones contenidas en el numeral 2.2.3 del artículo 3º y los artículos 11 y 20 de la Ley 1369 de 2009, que adicionan a los servicios postales expresamente mencionados, otros que puedan ser clasificados como tales en el futuro por la Unión Postal Universal, aunque plausible, es errónea, por cuanto funde bajo un mismo efecto las obligaciones internacionales que surgen para el Estado colombiano de los tratados ratificados y la posibilidad de reglamentación interna de distintos servicios postales. Dado que la finalidad del derecho internacional de los tratados es reglamentar las relaciones y obligaciones entre los Estados en distintas materias, tales obligaciones sólo surgen cuando el Estado colombiano ha dado su consentimiento para obligarse, principio de derecho internacional incorporado en el artículo 9º de la Constitución. Adicionalmente, acorde con el principio de buena fe aplicable entre Estados, incorporado también en el artículo 9º superior, un Estado se compromete a cumplir de buena fe las obligaciones que surgen del tratado ratificado. En esa medida, la obligación de reglamentar servicios postales reconocidos por la Unión Postal Universal, pero incluidos en tratados no ratificados por Colombia, solo surge a partir del momento en que el Estado colombiano exprese su consentimiento para obligarse. Ello no obsta, para que Colombia, como parte de la Unión Postal Universal, utilice la experiencia o recomendaciones no vinculantes de este organismo, para orientar su propia legislación nacional, por ejemplo para prevenir que una modalidad de servicio postal sea usado para realizar actividades delictivas, sin comprometer sus obligaciones nacionales. En ese sentido, la Corte concluyó que los artículos 3, numeral 2.2.3, 11y 20 de la Ley 1369 de 2009 no desconocen las facultades constitucionales del Presidente de la República en materia de celebración y aprobación de tratados internacionales (arts. 189.2 y 150.6 C.P.), con la decisión del legislador de incluir, en una norma dedicada a definiciones para efectos de lo ordenado en una ley, la referencia a futuros nuevos servicios definidos por la Unión Postal Universal de la cual el país es parte. 
